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El contrato administrativo de servicio es un elemento fundamental en la sociedad 
peruana ya que gran parte de los trabajadores del Estado están contratados bajo 
esta modalidad, empero cuando este tipo de contrato se desnaturaliza o desvirtúa, 
llega a generar consecuencias negativas para la entidad, el fisco y del derecho 
constitucional a la libertad de trabajo, en ese sentido es necesario precisar cuáles 
son los factores que ayudan o generan que este tipo de contrato estatal se 
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El objetivo de la presente investigación es determinar cuáles son los factores que generan la 
desnaturalización del contrato administrativo de servicios, así pues, se logrará tutelará de 
forma eficiente los derechos de los trabajadores que se encuentran sujetos a esta forma 





Para lograrlo se realizará un análisis académico del tema propuesto, razón por la cual, es 
fundamental establecer cuáles son los elementos que la ley y la jurisprudencia determinan 
como hechos propícienles de desnaturalización de los contratos administrativos de servicios 
y esclarecer porque están aconteciendo actualmente en el Perú, debido a que esto ocasiona 
problemas al presupuesto estatal que se dispone para que los organismos públicos lleven a 





La finalidad es poder cerciorarnos del estricto cumplimiento de los derechos fundamentales 







artículo dos y en los incisos pertinentes, no sean vulnerados para garantizar la tutela 





La presente investigación contiene un enfoque cualitativo que corrobora nuestra hipótesis 
de que el Contrato Administrativo de Servicios, es una herramienta útil para cubrir las 
necesidades urgentes de contratación de personal de los organismos del Estado y una 
forma accesoria para generar empleo; que requiere de mejorar el proceso de selección, 

















































































El contrato administrativo de servicios en adelante CAS, es parte de un conjunto de formas 
especiales de contratación; la finalidad que dio motivo a su incorporación en nuestro 
ordenamiento jurídico fue la necesidad de las instituciones del Estado de contratar personal, 
debido a que el régimen laboral para la carrera pública regulado a través de los Decreto 
Legislativo N° 276, Decreto Legislativo N° 728, se hallaban saturados, hecho que 




Así pues, el 29 de julio del año 2008 a través del Decreto Legislativo N° 1057, las 
características fundamentales del CAS son dividieron en tres aspectos sustanciales. 
 
 
A la característica de modalidad, se le determina como una forma atípica que las 
instituciones del Estado deben utilizar como una variante para satisfacer sus necesidades, 








La transitoriedad, tiene como fundamento la cantidad de tiempo y la labor específica por la 
cual los trabajadores son contratados, tiempo o labor luego de cual deberán firmar un nuevo 
contrato a modo de renovación para poder continuar desempeñando funciones por un 
nuevo plazo establecido en el último contrato firmado. 
 
 
Así pues, el último pilar fundamental del contrato CAS, hace referencia explícita a que solo 
los organismos del Estado pueden contratar mediante esta forma, excluyendo de esta forma 
especial de contratación a las empresas estatales y a las obras públicas. 
 
 
Cuando la norma se refiere a la desnaturalización del contrato CAS, es cuando la estructura 




Este supuesto de desnaturalización del contrato CAS, tiene como consecuencia que el 
trabajador pierda la condición de temporalidad en sus labores dentro de la institución, razón 
por la cual la institución deberá forzosamente contratar a trabajador a plazo indeterminado 
cumpliendo con lo dispuesto en el “ART. N° 2 INC. N° 14” de la (Constitución Política del 
Perú,1993) que suscribe textualmente: 
 
 
“Toda persona tiene derecho a contratar con fines lícitos, siempre que no contravengan las 
leyes de orden público” 
 
 














Desde la creación del contrato CAS hasta la actualidad, se realizaron tres modificaciones, 
modificaciones que fueron el resultado de recursos constitucionales como lo es la acción de 
inconstitucionalidad que le atribuían no ser un régimen laboral que cumpliera con el 
decálogo de derechos fundamentales que declara el “ART. N° 2” de la (Constitución 
Política del Perú,1993). 
 
 
Así pues, el Tribunal Constitucional del Perú (TC), a través de la resolución N° 00002-2010-
PI/TC, luego de un análisis constitucional, le otorgó al contrato CAS la calificación de 
régimen laboral especial. 
 
 
Las modificaciones anteriormente mencionadas la desarrollaremos a continuación, haciendo 
uso de una línea del tiempo que nos permita entender cada una de las etapas por las que 
pasó este contrato y los cambios que fueron realizados a la norma base. 
 
 
CREACIÓN PRIMERA ETAPA SEGUNDA ETAPA TERCERA ETAPA 
DL N° 1057 DE MODIFICACIÓN DECRETO DE MODIFICACIÓN 
29/06/2008 LEY N° 29849 LEGISLATIVO N° DECRETO 
 06/04/12 1295 LEGISLATIVO 1367 
  30/122016 27/07/18 
    




La primera etapa de modificación mediante la (Ley 29849,2012) tenía como presupuesto 
principal la eliminación del contrato CAS a largo plazo. 
 
 
La segunda etapa de modificación se centró en los requisitos para la celebración del 
contrato, los postulantes a contratar tenían como presupuesto sine qua non, que la 





encargada del presupuesto de la institución o la persona que ejerciera esa labor constate 
previamente la existencia de presupuesto. 
 
 
Los trabajadores incorporados no contaban con un periodo de prueba luego del cual 
pudieran acceder a la contratación efectiva, ni compensaciones por concepto de vacaciones 
truncas, aguinaldos, los derechos referentes a la seguridad y salud en el trabajo, los 
derechos sindicales, los derechos de indemnización por despido arbitrario y los derechos de 
reposición o remuneración por laborar horas extras. 
 
 
Empero si tenían derecho de afiliarse al sistema nacional de salud, si la contribución que 
realiza el empleador como intermediario no superará el monto del 30% de una unidad 




Otros de los beneficios con los que contaban los trabajadores CAS eran los relativos a la 
cantidad de horas laborales efectivas por concepto de jornada diaria que en el año dos mil 
doce era un tiempo no mayor a cuarenta y ocho (48) en la prestación de servicios durante la 
semana; y veinticuatro (24) horas continuas semanales de descanso obligatorio y derecho 
de licencia por concepto de maternidad o paternidad. 
 
 
Así pues, el derecho a optar por un régimen de pensiones era otro derecho atribuido a los 
trabajadores CAS, quienes en principio opcionalmente podían afiliarse, así pues, los 
trabajadores nuevos a partir del año dos mil doce contaban como condición obligatoria de 
trabajo por parte del empleador a afiliarse a cualquiera de los dos sistemas disponibles, ya 
sea el servicio privado de pensiones o el servicio nacional de pensiones. 
 
 
La tercera etapa de modificación, respecto a los requerimientos para contratar empleados 




orden existencia presupuestal; además, incorporó como requisito no contar con sentencias 
condenatorias consentidas o ejecutoriadas por delitos referentes a comercialización o micro 
comercialización de drogas, tráfico ilícito de sustancias para la fabricación de drogas, 
siembra ilegal, suministro, coacción o instigación al consumo de drogas; además, de los 
delitos en perjuicio de la administración pública tales como concusión, colusión, peculado, 
malversación de fondos, cohecho, soborno, corrupción, negociación incompatible, tráfico de 




“296, 296-A; 296-B, 297, 382, 383, 384, 387, 388, 389, 393, 393-A, 394, 395, 396, 397, 
397-A, 398, 399, 400 y 401” 
 




así como el delito de terrorismos plasmado en el “ART. 4-A” del (Decreto Ley 
25475,1992) y los delitos referentes al de lavado de activos previstos en los “ART. 1, 2, 3” 
del (Decreto Legislativo N° 1106,2012), además, de incorporar como restricción las 
sanciones administrativas que acarreen penas de inhabilitación civil para el ejercicio de la 
administración pública y que se hallen inscritas en el “Registro Nacional de Sanciones 
contra servidores Civiles”. 
 
 
Respecto la cantidad tiempo concerniente al periodo de prueba el “Decreto Legislativo N° 
1295”, incorporó un plazo de 03 meses, al igual que 30 días de vacaciones y una 
prerrogativa que indica que si el contrato fue firmado a partir del 28 de julio del año 2011 
deberían ser reconocidas monetariamente las vacaciones no otorgadas; al igual que el 
derecho a recibir aguinaldos conforme lo indica la ley en julio y diciembre. 
 
 
Respecto de la asignación al seguro de salud estatal, indicó que los trabajadores cuentan 




equivalente del treinta por ciento (30%) de la unidad impositiva tributaria (UIT) vigente por 
cada asegurado; además, de suscribir que en el caso de que el trabajador se encontrara 
beneficiándose de subsidios a causa de descanso médico o licencia pre y post natal, le 
correspondería percibir las prestaciones de salud debiendo asumir la entidad empleadora la 




Adicionalmente a partir del año 2018 a través del “Decreto Legislativo 1367”, el trabajador 
tiene la facultad de solicitar una licencia que no afectara su sueldo mensual, en los casos de 
maternidad, paternidad y las demás licencias contempladas por los regímenes generales 
para la contratación estatal. 
 
 
Respecto a la jornada diaria de trabajo, la ley específica un tiempo que no exceda las ocho 
horas diarias o cuarenta y ocho horas por semana sin que las horas de refrigerio diarias 
sean contadas. Empero si el trabajador que labora en una entidad que cuenta con una 
jornada laboral menor para los trabajadores contratados mediante un régimen general, la 
jornada será de aplicación análoga a los trabajadores de régimen especial CAS. 
 
 
En cuanto a las horas extras las modificaciones del “Decreto Legislativo N° 1295”, 
establecen el descuento de horas extras, cuando exista incumplimiento de las horas de la 
jornada laboral establecidas en el contrato, de haber cumplido el trabajador con lo pactado 
en el contrato, la compensación se efectuará otorgando al trabajador horas de descanso 
físico adicionales a las que la ley señala como obligatorias que para los trabajadores CAS, 
serán de 24 horas consecutivas como mínimo. 
 
 
Así pues, a partir de la tercera etapa de modificación del “Decreto Legislativo N° 1295”, 
respecto al régimen de pensiones de los trabajadores CAS, se incorporó como derecho que 




elegir obligatoriamente un régimen pudiendo elegir entre el sistema nacional de pensiones, 
sistema privado de pensiones o al seguro complementario de trabajo de riesgo si le 




Respecto del deber de seguridad y salud en el desempeño de sus labores, la tercera 
modificación le impuso a empleador la obligación otorgarle todos los derechos y beneficios 
que recoge la “Ley Nª 29783” del día 20 de agosto del año 2011, que regula el acceso a la 
seguridad y a la salud en el desempeño de las labores. 
 
 
Adicionalmente a todo lo antes comentado, la tercera etapa de modificación a través del 
“Decreto Legislativo N° 1295”, incorporó la atribución del derecho sindical a los 
trabajadores CAS, conforme a los dispuesto en la “Ley Nª 25593 de relaciones colectivas 
y normas reglamentarias”. Empero, adicionalmente en lo relativo al derecho de recibir una 
indemnización por parte de empleador a causa de un despido arbitrario; les otorgó a los 
trabajadores la facultad de ser indemnizados, que desde esa fecha seria calculada de 
equivalentemente a las remuneraciones que el empleador no pague, teniendo como máximo 
un periodo de tres meses dentro de los cuales también están contabilizados, los tres meses 
como concepto de periodo de prueba; ello debido a que los trabajadores CAS no tienen 
lugar a reposición judicial, con excepción de las sentencias judiciales que ordenen una 
reposición motivadas en base a la “Ley Nª 24041” del 29 de diciembre del año 1985, que 
modificó el “Capítulo V”; incluyendo la “PROTECCIÓN CONTRA EL DESPIDO 
INJUSTIFICADO EN EL DECRETO LEGISLATIVO 276”; misma que es aplicada de forma 
 















Indudablemente, una de las dos modificaciones más importantes de la tercera etapa es la 
que establece las causas de extinción de los contratos de los trabajadores CAS, que 
anteriormente no era regulada. 
 
 












● El acto formal de renuncia, así pues, el trabajador deberá solicitar mediante un 
escrito la renuncia con un tiempo de anterioridad no menor a treinta días naturales 
antes del desistimiento, siendo factible de exoneración del plazo, cuando exista una 
solicitud del trabajador o por la entidad competente de la institución empleadora, si 
se diera el caso la institución cuenta con tres días naturales para contestar por 
escrito al trabajador la negativa a su solicitud de renuncia. 
 
 




● El certificado médico de “Invalidez absoluta permanente”, cuando se haya producido 
de forma sobreviniente. 
 
 




● A causa de una resolución que determine la “Inhabilitación administrativa, judicial o 
política” que se extienda a un plazo que supere los tres meses. 
 
 






● Cuando el trabajador haya sido condenado con “sentencia consentida y/o 
ejecutoriada” por alguno de los delitos previstos en (Código Penal del Perú,1991) a 
través de los artículos “382, 383, 384, 387, 388, 389, 393, 393-A, 394, 395, 396, 
397, 397-A, 398, 399, 400 y 401” o una resolución administrativa de carácter 
sancionador que produzca la inhabilitación civil del funcionario público que se 
encuentre inscrita en el “Registro Nacional de Sanciones contra Servidores Civiles”. 
 
 
● Cuando el trabajador haya sido condenado con “sentencia consentida y/o 
ejecutoriada” a causa de la comisión uno o varios de los delitos expuestos por el 
(Código Penal del Perú,1991) a través de los artículos “296, 296-A, 296-B, 297, 
382, 383, 384, 387, 388, 389, 393, 393-A, 394, 395, 396, 397, 397-A, 398, 399, 400 
y 401”, además, del “ART. 4-A” del (Decreto Ley 25475,1992), que regula “la 
penalidad para los delitos de terrorismo y los procedimientos para la 
investigación, la instrucción y el juicio”. 
 
 
● Cuando se acuse al trabajador por haber cometido delitos por lavado de activos, 





Las siguiente y última modificación más importante es la que incorpora obligaciones y 
responsabilidades administrativas a los trabajadores a partir de la (Ley Nª 281752004), 
 

















Además, de las normas generales que regulan los servicios civiles, las limitaciones de 
incorporación mensual de personal, las disposiciones administrativas que regulan las 
responsabilidades administrativas funcionales y las disposiciones que declaren las normas 
establecidas por la institución empleadora y que se encuentre dentro de su reglamento. Así 
pues, los trabajadores se encuentran sometidos únicamente a lo dispuesto en su contrato y 
al conjunto de normas que rigen de manera interna a la institución empleadora, de forma 















































































La evolución de las formas que emplea el Estado contratar públicamente con terceros, 
consta de diferentes periodos que han tenido correlación con la historia de nuestro país; el 
primer periodo de transformación ocurrido entre 1950 y 1980. 
 
 
En aquel entonces la administración pública del Perú transcurría por un gobierno de facto a 
cargo del destacado militar Manuel Podría; quien destituyó a José Luis Bustamante y 
Rivero, mediante un golpe de estado al gobierno constitucional, ejecutado desde la ciudad 
de Arequipa, el día veinte siete de octubre de mil novecientos cuarenta y ocho. 
 
 
Así pues, en aquella época de muestras historia la legislación sobre contratación estatal era 
extremadamente pobre, no existía un conjunto de disposiciones legales específicas que 
regularan la contratación administrativa en base a un sentido amplio y general que pudiera 
ser aplicable a las diferentes instituciones públicas en conjunto. 
 
 
El anteriormente citado contexto nacional, produjo que el nuevo presidente Manuel Odría, a 
través del ministerio de hacienda, emita un decreto supremo de fecha tres de febrero de mil 
novecientos cincuenta, empero, posteriormente mediante el ministerio de fomento y obras 




cuya finalidad era poder disponer de dinero para la realización de obras públicas tales como 
colegios, hospitales y unidades vecinales que fueron construidas en la época, pero 
haciendo un uso desmedido del dinero del heraldo público. 
 
 
Debido al mal control y excesivo gasto del gobierno, el veinte nueve de diciembre de mil 
novecientos setenta y siete; mediante el (Decreto Ley N° 22056, 1978) se creó el “Sistema 
Nacional de Abastecimiento”, cuya finalidad era incorporar conceptos de unitarios, 
racionales y eficientes para mejorar procedimientos técnicos para el abastecerse de los 
bienes y de los servicios públicos que requería el Estado; sin embargo el conjunto legislativo 
recientemente incorporada en esa época, fue implementada para sectores específicos de 
extracción de algunos recursos naturales, como por ejemplo la actividad minera que a 




El segundo periodo de evolución de la contratación estatal, se llevó a cabo como resultado 
cuando se hizo vigente la Constitución Política del Perú del año mil novecientos setenta y 
nueve, que instituyo la obligatoriedad estatal para la contratación de los servicios, las obras 
y los suministros mediante procesos de carácter administrativo en licitaciones y concursos 
públicos; con el objetivo de poder garantizar el cumplimiento de los preceptos de eficiencia y 
transparencia en los procesos de adquisición del Estado. 
 
 
Para los fines mencionados, se creó un conjunto de normas, que sirvieron de lineamientos 
fundamentales para los organismo estatales, dentro del conjunto de normas se encuentran 
comprendidos el (Decreto Supremo N° 034-50-VC,1987), que incorporó el “Reglamento 
Único de Licitaciones y Contratos de Obras Públicas”; además del (Decreto Supremo 
N° 065-85-VC,1985) del “Reglamento Único de Adquisiciones” y la (Ley N° 23554,1997) 
 
mediante  los  cuales  se  regulaba  las  adquisiciones  de  los  bienes,  los  servicios  y  los 
 






Empero, este conjunto de normas no se limitaba únicamente a normar los procesos de 
carácter administrativo para adjudicar o elección de los tercer que contrataran con el 
Estado; también sirvieron para la creación, por primera vez de instancias administrativas 
cuya finalidad era la solución de disputas legales, que pudieran generarse en la instancia 
previa a la firma del contrato o de elección de los contratistas. 
 
 
Así pues, estas normas establecen que, si la parte contratista no se encontraba conforme 
con la decisión pronunciada, tenían la facultad de apelarla en la instancia judicial 
correspondiente mediante un proceso de carácter no contencioso en la vía administrativa. 
 
 
Durante el tercer periodo de evolución, fue durante la época de 1990; nuestro país pasaba 
por una terrible crisis económica, debido a la deuda externa y el fracaso de la empresas del 
estatales en la administración, la compra de bienes y realización de obras públicas en favor 
del Estado; en ese contexto el gobierno de Alberto Fujimori, tomó la decisión de estatizar la 
empresas del Estado, reduciendo su personal y algunos casos vendiendo las a privados que 




Así pues, el principio del cambio que necesitaba nuestro país, se dio mediante la creación 
de la (Constitución Política del Perú, 1993), dentro cual introdujo los principios 
fundamentales4 de subsidiariedad de la actividad de las empresas del Estado, el 
mencionado principio se le prohibía al Estado peruano llevar a cabo la prestación de 
servicios públicos como ejemplo, los servicios de telefonía y extracción de recursos 
naturales; únicamente podía intervenir en la prestación de servicios públicos, cuando 









A pesar de la nueva constitución, la incorporación del principio antes mencionado, la 
estatización y cierre de las empresas del Estado; la legislación para el abastecimiento 
público (RULCOP, RUA, REGAC) continúa dispersa, haciendo muy complicado poder 




El 27 de Julio de 1997, se llevó a cabo la promulgación de la (Ley N° 26850,1996) “Ley de 
contrataciones y adquisiciones del Estado”; a través de la nueva ley se logró 
amalgamar en un mismo cuerpo legal las leyes preexistentes; creando un con junto 
normativo de aplicación a los distintos procedimientos utilizados para contratar por las 
instituciones del Estado; incluyendo las empresas del Estado que habían subsistido 
después de la estatización. 
 
 
La nueva ley puso énfasis en la etapa precontractual; mejorando los procesos de los 
concursos y licitaciones públicas, además de establecer cuantitativamente normas 
específicas que fueran aplicación a las estepas de ejecución de contractual. 
 
 
Otros beneficios relevantes, fueron crear el “Consejo Superior de Contrataciones y 
Adquisiciones” también conocido por siglas (CONSUCODE), que en la actualidad lleva la 
denominación de “Organismo Superior de Contrataciones del Estado” (OSC). 
 
 
Además, la nueva ley incorporó a nuestro ordenamiento jurídico, la creación del Tribunal 
Administrativo, cuya finalidad era la resolución de controversias como última instancia 
estatal administrativa respecto de las posibles incidencias que pudieran presentarse entre 
los organismos estatales contratantes y las partes postulantes privadas en el transcurso del 
proceso de selección; pero infectando su derecho constitucional de doble instancia, que 






Empero el aporte más destacable de la ley, fue la creación de un tribunal arbitral encargado 
de regular la contratación pública como método indispensable para la solucionar los 
conflictos posteriores al proceso de adjudicación y celebración, que resolvió las 
discrepancias Inter partes en la etapa de ejecución del contrato. 
 
 
Las líneas de acción que contempló la ley a través de las modificaciones del veinte seis del 
mes de Julio del dos mil y el tres del mes julio del dos mil cuatro, como la mejora en el 
procedimiento de elección, además, de establecer un nuevo sistema que permita acreditar a 




El último aspecto, pero no el menos importante fue la introducción de los contratos de 
concesión y su legislación regulatoria, se creó un régimen para llevar a cabo la promoción 






Además de las novedades legislativas que incorporó la nueva ley a nuestro ordenamiento 
jurídico; continuaba siendo necesario incentivar a los inversionista privados, razón por la 
cual, mediante el “ART. N° 62” de la (Constitución Política del Perú, 1993) el 
denominado Contrato Ley, mediante el cual el Estado, se ve obligado a través con los 
terceros que inviertan en la prestación de servicios que constituyan parte, garantizar la 






































El concepto jurídico del contrato ha sido ampliamente discutido alrededor del mundo en 
diferentes latitudes; así pues, países como Italia, Holanda, República Checa, Etiopía, 
Venezuela, Brasil entre otros países han decidido a través de sus códigos otorgarle un 




“El acuerdo de dos o más partes para constituir, regular o extinguir entre sí una 
 
relación jurídica patrimonial”. 
 




Empero no todos los Estados fueron partidarios de esta corriente doctrinaria; por ejemplo, la 




En el caso del Perú, prevaleció la doctrina del (Código Civil de Italia,1942); razón por la 










“El acuerdo de dos o más partes para constituir, regular o extinguir entre sí una 
 
relación jurídica patrimonial”. 
 




La persona encargada y promotor de esta nueva definición de contrato, fue el jurista 
peruano Max Arias Schneider, quien presidió la comisión de reforma, convocada mediante 
el (Decreto Supremo W 95,1965) del día 10 de marzo de 1965; la reforma antes 
mencionada elaboró 05 ponencias sustitutorias, luego de las cuales se optó por adoptar la 
posición de la doctrina italiana. 
 
 
En la actualidad el Código Civil del Perú de 1984 a través del Artículo N° 1351, conserva la 
misma redacción que el Código Civil de 1936. 
 
 
Otro punto importante además de la definición es el concerniente a los elementos 
constitutivos del contrato, como lo son el agente capaz, el fin lícito, manifestación expresa 
de la voluntad, objeto física y jurídicamente posible, buena fe, sanción de nulidad 
establecida por la ley; todas ellas expuestas en el Código Civil artículos N° 1354 a 1373. 
 
 
Sin embargo, la etapa más importante de un contrato civil para el Estado, es la referente 
ejecución contractual; porque mediante esta etapa se deberán cumplirse las prestaciones 
con todas las seguridades que el Estado ofreció al momento de la negociación y posterior 
celebración del mismo. 
 
 
En este contexto el Perú, decidió incorporar a nuestro código civil “el contrato ley”, 
garantizar la estabilidad jurídica que es necesaria para promover inversión privada; en la 
época de los años noventa mediante las reformas llamadas de primera generación se 
abrieron los mercados y la posibilidad de los inversionista privados de incorporarse al 




considerados países con subdesarrollo institucional; este precepto se basa trasgresión al 
estado constitucional de derecho, asi pues, en los Estados carente de institucionalidad, que 
desobedecen la norma de forma consciente o inconsciente debido a características como la 
incertidumbre o desconocimiento de las normas vigentes, la impredictibilidad de las 
resoluciones judiciales, la escasa claridad normativa o incluso la sobrepoblación de normas 
que por lo general resultan siendo innecesarias. 
 
 






“Por ley, sustentada en razones de interés social, nacional o público, pueden 
 




Cuando la norma se refiere al interés nacional o público realiza una analogía con el “ART. 
N° 62” de la (Constitución Política del Perú,1993) referente a “libertad para contratar”, 
estableciendo al final del párrafo que mediante el contrato ley, se establecerán garantías y 




Efectivamente cuando nuestra legislación menciona garantías y seguridades, es necesario 
dilucidar que la garantía más relevante de este tipo de contratación estatal con privados, 
que es la intangibilidad de las cláusulas contractuales; así pues, en ningún caso ni las 
resoluciones administrativas, judiciales o incluso la derogación de una norma vigente que 
haya sido considerada fundamento de necesidad pública al momento de la celebración del 
contrato ley podrá dejar sin efecto su validez. Siendo el único método de solución de 
conflictos los métodos privados, como por ejemplo el sometimiento de la controversia a un 



























La doctrina internacional, aunque no ha llegado a unificar los criterios relativos a la 
 














“La institución jurídica bajo análisis es, en primer lugar, una institución jurídica 
universal que ha servido de auxilio al Estado en el cumplimiento de sus funciones”. 
 
 
En el periodo histórico concerniente a la edad media existía una relación bilateral jerárquica 
entre el Estado y los ciudadanos; empero cuando ese vínculo de carácter imperativo se 




Razón por la cual apareció el contrato administrativo como una herramienta para 






Empero (ENRIQUE SILVA CIMA, 1995) y (ROBERTO DROMI, 2000) conceptualizan los 
 




“Un negocio u acto jurídico bilateral celebrado entre la Administración Pública y un 
particular, que, en tanto persiguen un fin público, se encuentran sometidos a normas 
de derecho público”. 
 
 
El citado concepto concibe un criterio que guarda relación con la concepción actual que el 
derecho le otorga al contrato administrativo; diferenciando los contratos administrativos de 
los denominados contratos privados de la administración. Los cuales son el medio que 
utiliza el Estado para adquirir bienes y servicios con los privados, sin que exista un vínculo 
de sujeción laboral entre el agente privado y el órgano estatal. 
 
 
Así pues, podemos observar que, aunque ambos son contratos que realiza la 
administración pública; los contratos administrativos se regularizan en el ordenamiento 
jurídico por una norma de derecho público, mientras que los contratos privados de la 










4.2 CONCEPTUALIZACION DE LOS CONTRATOS ADMINISTRATIVOS DE TRABAJO A 




El conjunto de la doctrina nacional e internacional, no le ha podido otorgar una 
 
denominación  específica  al  contrato  de  trabajo,  empero  la  “Ley de  Productividad  y 
 









ha señalado la existencia de una relación laboral, así pues, la LPCL través de su artículo N° 
 




“En toda prestación personal de servicios remunerados y subordinados, se presume 
 




Como podemos observar de la ley se desprenden tres características básicas que son la 
prestación personal de servicios, la subordinación del trabajador respecto del empleador y la 




Empero la LPCL dentro del mismo artículo señala que el contrato de trabajo tienes una 
característica individual personalísima y se celebrarse libremente en forma indeterminada 
que es la forma usual o de forma determinada que es la forma atípica de un contrato de 
trabajo, cuando nos referimos a la formas determinada e indeterminada; la norma hace 
alusión al plazo, periodo de tiempo por el cual el trabajador desempeñará el conjunto de 
labores establecidas en el contrato. 
 
 
Respecto de la formalidad del contrato variará dependiendo de la clase de contrato que se 
suscriba; los contratos a plazo indeterminado podrán celebrarse de forma verbal o escrita, 
sin embargo, los contratos a plazo determinado deberán celebrarse únicamente en los 




La LPCL señala un periodo laboral de prueba de tres meses que podrían ser ampliados 
hasta los 06 meses dependiendo de la laboral que realizara el trabajador y su capacitación, 
al igual que será aplicable el mismo periodo de prueba a los trabajadores de confianza; en 




de un año como máximo. Luego de cumplido los períodos señalados el empleador no podrá 
despedir al trabajador sin fundar su despido en amonestaciones continuas que 
contravengan el reglamento de la empresa o entidad empleadora. 
 
 
La suspensión del contrato de trabajo es el cese momentáneo del trabajador, tiene una 
naturaleza temporal, durante aquel tiempo el empleador debe cumplir con efectuar el pago 
de la remuneración mensual, sin romper el vínculo laboral; los supuestos que contempla la 
LPCL a través del artículo N° 12 que son: 
 
 
● “La invalidez temporal del trabajador. 
 
● La enfermedad comprobada del trabajador 
 
● El accidente comprobado. 
 
● La maternidad; durante los plazos pre y post natales. 
 
● El periodo de descanso por concepto de vacaciones 
 
● La licencia para desempeñar un cargo cívico o para cumplir con el Servicio 
Militar Obligatorio. 
 
● El permiso y la posterior licencia para el desempeño de cargos sindicales. 
 
● La sanción disciplinaria originada en una amonestación por incumplimiento 
del reglamento de trabajo. 
 
● El ejercicio pleno del derecho de huelga consagrado en la Constitución 
Política. 
 
● La detención del trabajador, excepto en el caso de que el trabajador sea 
condenado con privativa de la libertad”. 
 




Así pues, el último punto a tratar de este capítulo es el referente a la extinción del contrato 






relación laboral llega a su fin, pudiendo ser por acuerdo de voluntades de los contratantes u 
otros factores. La LPCL señala a través de su artículo N° 16 los siguientes supuestos: 
 
 
“Artículo 16º.- Son causas de extinción del contrato de trabajo: 
 
a) El fallecimiento del trabajador o del empleador si es persona natural; 
 
b) La renuncia o retiro voluntario del trabajador; 
 
c) La terminación de la obra o servicio, el cumplimiento de la condición resolutoria y 
el vencimiento del plazo en los contratos legalmente celebrados bajo modalidad; 
 
d) El mutuo disenso entre trabajador y empleador; 
 
e) La invalidez absoluta permanente; 
 
f) La jubilación; 
 
g) El despido, en los casos y forma permitidos por la Ley; 
 
h) La terminación de la relación laboral por causa objetiva, en los casos y forma 
 
permitidos por la presente Ley”. 
 




A mérito de conclusión, es necesario aclarar que no todos los contratos que realizan los 
organismos públicos se refieren a la prestación de servicios personales; existen otros 
similares como los de concesión, subasta inversa, licitación pública, entre otros que los 
organismos estatales realizan para optimizar la labor que desempeñan. 
 
 
incluso existen contratos de la administración con empresas que brindan un servicio laboral 
de prestación de servicios determinados pero que no implican la contratación directa de 
trabajadores por parte de los organismos públicos; como por ejemplo el contrato de 
tercerización de servicios, mediante el cual el Estado contrata con un empresa privada la 
contratación de un número de trabajadores que realizarán un servicio específico, luego del 
cual continuarán teniendo un vínculo laboral con la empresa privada a la cual pertenecen, 



























En la actualidad en el Perú, coexisten una variedad de regímenes laborales cuya suma total 
es de 15 regímenes, que de manera general se sub dividen en 03 regímenes laborales 
cotidianamente usados por las instituciones públicas, los cuales son el Decreto Legislativo 
N° 276 de la carrera administrativa, el Decreto legislativo N° 728 del régimen laboral de la 
actividad privada y el Decreto Legislativo N° 1057 del Contrato Administrativo de Servicios 
(CAS); los factores que se usan para determinar el régimen laboral de un trabajador son el 
contrato de trabajo, la boleta de pago, el reglamento interno de trabajo y la ley de creación 






Empero de todos los regímenes generales y especiales de trabajo, que conforman el 




● El régimen general para carrera del sector público. 
 
● Las formas especiales de contratación de servicios también llamados especiales. 
 








El régimen establecido en la ley para la Carrera Pública N° 276, se distingue ya que es 
denominado un sistema cerrado; que consta de un método jerarquizado que empieza desde 
el menor escalafón del grupo ocupacional. 
 
 
El método para promover a los servidores públicos que pertenecen a este régimen en los 
diferentes niveles se realiza a través de los requisitos que establece su ley, los cuales son la 








● La igualdad de oportunidades, entendida como un método general e impersonal que 




● La estabilidad, principio que protege al trabajador de posibles despidos arbitrarios, 
siendo la única forma aceptable de despido que la ley permite las causales expresas 
en la ley. 
 
 
● La garantía del nivel adquirido, principio que asegura de manera formal el nivel que 




● La retribución justa y equitativa, el mencionado principio se materializa a través de 
un sistema único homologado, que declara el derecho de los trabajadores a una 








El régimen laboral de administración pública se plasma mediante el (Decreto Legislativo 
N° 1057,2012) o también conocido como “Contrato Administrativo de Servicios” (CAS), 
como lo hemos en el primer capítulo, el CAS es una forma especial de contratación de la 
administración pública, razón por la cual no se encuentra subyugada a la norma base de la 
carrera pública, ni al régimen laboral para la actividad privada o algún otro régimen, ya que 
su requisitos, derechos y beneficios se encuentran descritos en la ley que reguló su 






El último, pero no menos importante es el régimen laboral para la actividad privada, está 
conformado por un conjunto de normas plasmadas en cumulo normativo, mediante el cual 
se regula los derechos y obligaciones quienes intervienen en un contrato de trabajo; algunos 
de los beneficios de este régimen son: 
 
 
● Que el trabajador goce de 30 días anuales por concepto de vacaciones. 
 
● Que el trabajador reciba anualmente dos gratificaciones todos los meses de julio y 
diciembre, conforme a la remuneración analógica a dos sueldos mínimos. 
 
 
● Que el trabajador reciba anualmente un monto dinerario que supere 01 sueldo 
mínimo como compensación por tiempo de servicios (CTS). 
 
 
● Que el trabajador reciba un monto indemnizatorio como reparación a causa de 
despido, de ser el caso, si el trabajador cuenta con contrato a plazo indefinido, el 



































































































AFECTACIÓN DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DEL TRABAJADOR A LA LUZ 




El concepto de libertad de trabajo nace de la (Constitución de Francia, 1793), como 
respuesta social al gobierno corporativo y transferida a las diferentes cartas magnas de los 
siglos diesi nueve y veinte para evitar la posibilidad intromisión del gobierno en el 




En el Perú el primer vestigio del “derecho a la libre elección del trabajo” se remonta a la 
(Constitución Vitalicia de Bolívar,1826), cuyo periodo de duración fue breve; sin embargo 
desde época el derecho a la libertad de trabajo obtuvo la característica de “principio 
universal”, razón por la cual las constituciones de 1933, 1979 y 1993 reflejan la aceptación 
del derecho al trabajo como un precepto universal que también se ve reflejado, a través de 
diferentes constituciones a nivel internacional y tratados internacionales vigentes. 
 
 











● El acto de elegir libremente el modo de empleo que se desea desempeñar, acorde a 
las actitudes y cualidades de la persona teniendo en consideración su proyecto de 
vida, disponibilidad de tiempo y requisitos requeridos por empleador. 
 
 
● El derecho que asiste a la persona de acceder a varias de clase de trabajo en el 
momento que el trabajador considere pertinente, llevando a cabo el cumplimiento de 
las cualidades indispensables reguladas por la norma, como el acto previo 
comunicación formal al empleador. 
 
 




● El requerimiento indispensable ejercicio del empleo que realice no devenga contra a 
la legislación en vigencia, el orden público o las buenas costumbres. 
 
 
Empero el compendio de jurisprudencia peruana, también ha convenido desarrollar 
legislación específica en relación con la protección del derecho fundamental del trabajo, a 
través del (PLENO CASATORIO SUPREMO EN MATERIA LABORAL, 2014); dentro del 
cual a través del tema N° 2, se incluyeron 04 supuestos que conllevan a la desnaturalización 
del contrato de trabajo. 
 
 




1. “Cuando la resolución laboral preexistente tiene su origen en un mandato 




2. Cuando se verifique que previo a la suscripción del Contrato Administrativo de 




indeterminado como fruto de la desnaturalización de la contratación modal 
empleada con anterioridad. 
 
 
3. Cuando se verifica que previa a la suscripción del Contrato Administrativo de 
Servicios (CAS), el locador de servicios tenía en los hechos una relación 
laboral a tiempo indeterminado encubierta. 
 
 
4. Cuando el trabajador inicia sus servicios suscribiendo un Contrato 
Administrativo de Servicios (CAS), pero continúa prestando los mismos 
servicios, sin la suscripción de un nuevo Contrato Administrativo de Servicios; 
no existe en este supuesto invalidez del CAS, empero esta circunstancia no 
puede originar la prórroga automática del Contrato Administrativo de Servicios 
suscrito anteriormente; razón por la cual se entiende que la relación laboral 
posterior fue o es, según sea el caso una relación laboral de naturaleza 
indeterminada”. 
 




6.1 SINTESIS DE LA PROBLEMÁTICA RESPECTO DE LA DESNATURALIZACION DEL 
CONTRATO ADMINISTRATIVO DE SERVICIOS 
 
 
Resulta imprescindible dilucidar la verdadera problemática existente sobre la 
desnaturalización de los Contratos Administrativos de Servicios (CAS), puesto que esta  
forma forma especial de contracción fue anteriormente avalada por el Tribunal 
Constitucional del Perú, atribuyéndole la constitucionalidad precedente que emana de la 
(Constitución Política del Perú,1993). 
 
Razón por la cual, del análisis de la presente investigación queda claro que el Contrato 
Administrativo de Servicios (CAS) no constituye el problema de fondo, ya que verdadero 
problema es generado el cumulo de las diferentes formas de contrataciones de carácter 
privado de las cuales el Estado hace uso a través de lo la doctrina denomina como  
“contratos privados de la administración”. 
 
“Los contratos privados de la administración son descritos” por (CASAGGNE, 2011) a 





“Lo expuesto no es desconocido para los especialistas en el tema, se ha señalado 
que el problema central que sigue planteándose en torno del contrato administrativo 
es hasta qué punto su construcción se independiza de las normas y principios del 
derecho civil – que vinieron rigiéndolo desde que el Estado comenzó a utilizar la 
técnica contractual en forma esporádica – y en qué medida ha adquirido una 
fisonomía peculiar y típica del derecho público”. 
 
Lo anteriormente descrito por el jurista, es la verdadera causa frecuente de 
desnaturalización del Contrato Administrativo (CAS) en el Perú; ya que una gran cantidad 
de entidades del Estado para cubrir sus necesidades de personal contrata a trabajadores 
mediante formas especiales de contratación que se rigen por el derecho civil tales como los 
contratos de locación de servicios y los contratos de tercerización de servicios. 
 
El real motivo por el cual las instituciones públicas eligen estas formas de contratación es 
para evitar hacer uso de los contratos administrativos de servicios (CAS), ya que, en la 
actualmente después de las modificaciones que la norma realizo, representa para las 
entidades públicas un mayor gasto respecto de los beneficios laborales que sus 
modificaciones han incorporado. 
 
Las Instituciones públicas frecuentemente simulan llevar a cabo la celebración de contratos 
de tercerización y locación de servicios, para encubriendo una relación laboral que reúne 
todas las características del Contrato Administrativo de Servicios. 
 
Empero el (II PLENO CASATORIO SUPREMO EN MATERIA LABORAL,2014), dilucido el 
tema materia de análisis a través de su acápite número 2°, mencionado líneas arriba. 
 
Como conclusión a este acápite de la investigación es preciso indicar que el contrato 
administrativo de servicios es una forma especial de contratación que no vulnera los 
derechos fundamentales de la persona, sino que los protege. Son las instituciones públicas 
quienes incurren en la desnaturalización del Contrato Administrativo de Servicios (CAS), al 








La jurisprudencia del tribunal constitucional claramente señala un derrotero jurídico 
orientado a la protección de los derechos fundamentales de la persona; esto lo podemos 
corroborar a través del (Tribunal Constitucional del Perú, expediente 4286-2012-AA/TC). 
 
El Sr. Walter Roberto Rojas Gonzales en adelante el demandante; solicito una acción de 
amparo en contra del Poder judicial; así pues, fueron emplazados el presidente y el 
administrador de dicha entidad como funcionarios quienes ejercen la representación de 








El demandante expreso la pretensión dejar sin efecto el despido incausado del cual fue 
víctima, solicitando su inmediata reposición en el cargo laboral que ostentaba, además, de 




Los antecedentes mencionados por el recurrente tienen como fecha de inicio de labores el 
día cuatro de abril del año dos mil dieciocho hasta el día treinta y uno de marzo del año dos 
mil once; periodo de tiempo en cual asegura que desempeño las funciones de auxiliar 
judicial en el área de notificación de la Corte Superior de Justicia de Huaura. 
 
 
El demandante asegura que mediante contratos de suplencia y emergencia realizo labores 
de naturaleza indeterminada, que se encuentran establecidos en el manual de organización 
y funciones del Poder Judicial. Razón por la cual, asegura que se le vulneraron sus 
derechos fundamentales de trabajo, debido proceso y defensa, razón por la cual acudió a la 
vía constitucional a través del proceso de garantía constitucional de acción de amparo. 
 
 
Como respuesta a lo anteriormente mencionado por el recurrente, el procurador publico 
adjunto del Poder Judicial señalo que los contratos celebrados entre las partes fueron de 
naturaleza accidental y a plazo determinado, razón por la cual el demandante tenía pleno 
conocimiento de la temporalidad del contrato; así pues, refiriéndose al procedimiento de 
garantía constitucional de acción de amparo dijo no hallar procedencia debido a que los 
procedimientos constitucionales son restituidos de derecho empero nunca declarativos. 
 
 
Una postura similar a la del presidente del Poder Judicial de Huaura, quien expreso la falta 
de agotamiento de la vía administrativa y la falta de legitimidad para obrar de demandando, 
aduciendo también que los procesos constitucionales cuentan con una naturaleza restituida 






de trabajadores contratados a plazo indeterminado que ya se encontraban dentro de la 
planilla presupuestal de la entidad. 
 
 
En el tracto procesal del expediente en mención el día dos de noviembre del año dos mil 
once, el Poder judicial declaro infundadas las excepciones solicitadas por el demandado; 
razón por la cual el demandado solicito la apelación de la resolución de primera instancia. 
 
 
Empero el día dos de diciembre del año dos mil once, la sala superior en segunda instancia 
declaro fundada en parte la apelación del demandado determinando que el trabajador 
mediante contratos de suplencia y emergencia realizo de forma efectiva labores 
establecidas de plazo indeterminado que se encuentran especificadas en el manual de 
organización y funciones del poder judicial, hecho que supone una simulación que 
desnaturalizo los contratos temporales mediante los cuales fue contrato el demandante; 
razón por la cual la entidad estatal solicito la revisión de la resolución de apelación. 
 
 
Así pues, la sala revisoría revoco la resolución de apelación aduciendo que en los meses de 
enero y marzo del año dos mil once, el demandante firmas con la entidad contratos 
administrativos de servicios (CAS) constituyendo un fraude el proceso que fue impulsado 
por el demandante. 
 
 
El Tribunal Constitucional del Perú, luego de analizar el recurso de garantía constitucional 
interpuesto por el recurrente declaro fundada la demanda basándose en tres aspectos 
sustanciales los cuales son: 
 
 
1. “La Constitución Política del Perú, a través del articulo N° 22 referente al 
derecho de trabajo que refiere dos presupuestos fundamentales de acceso al 
mismo; los cuales son acceder a un trabajo y ser despedido únicamente por 




causa justa fue trasgredida ya que el trabajador no tuvo amonestación o 
sanción alguna que causara su despido. 
 
 
Además del articulo N° 139 numeral 3 que comprende una serie de garantías 
formales y materiales, cuyo cumplimiento efectivo garantiza que el 
procedimiento o proceso del cual sea parte una persona pueda considerarse 
justo. El tribunal señalo como jurisprudencia vinculante la STC N° 03359-2006-
PA/TC, la cual establece que el debido proceso y el conjunto de derechos 
fundamentales que conforman el derecho de defensa, resultan aplicables al 
interior de actividad de cualquier persona jurídica de naturaleza privada o 
estatal, máxime si mediante ella se prevé la posibilidad de cesar a una persona 
de su actividad laboral. 
 
 
Ya través de su artículo numeral 14, que constituye al debido proceso como un 
elemento sustancial del derecho al debido proceso. 
 
 
2. El Decreto Supremo 003-97-TR (Ley de Productividad y Competitividad 
Laboral) mediante su artículo N° 4 señala que toda prestación personal de 
servicios remunerados y subordinados presume la existencia de un contrato 
de trabajo a plazo indeterminado; estableciendo que el contrato de trabajo 
puede establecerse libremente a indeterminado o de forma modal. 
 
 
También el articulo N° 31 de la misma ley, referente a las causales de despido 
específica que el empleador solo podrá cesar de labores al trabajador, siempre 
que se haya realizado una comunicación por escrito y otorgado un plazo 
mínimo de 06 días para que el trabajador lleve a cabo su defensa; con 
excepción a los casos de flagrancia de falta grave o de 30 días naturales para 





Además del artículo N° 77 de la ley que presupone las características que 
constituyen la desnaturalización de un contrato modal o a plazo 
indeterminado, las cuales son: 
 
 
a) Si el trabajador continúa laborando después de la fecha de vencimiento del 
plazo estipulado, o después de las prórrogas pactadas, si éstas exceden 
del límite máximo permitido. 
 
 
b) Cuando se trata de un contrato para obra determinada o de servicio 
específico, si el trabajador continúa prestando servicios efectivos, luego de 





c) Si el titular del puesto sustituido, no se reincorpora vencido el término 
legal o convencional y el trabajador contratado continuare laborando. 
 
 
d) Cuando el trabajador demuestre la existencia de simulación o fraude a las 
normas establecidas en la presente ley. 
 
 
3. Además de e artículo N° 56 del Código Procesal Constitucional, que determina 
que la entidad emplazada deberá asumir los costos procesales, los cuales 
deben ser liquidados en la etapa de ejecución de la sentencia. 
 
 
4. En otro punto el tribunal cito a fojas 17 de los autos del expediente que 
contiene el contra de servicio específico firmado por las partes procesales de 







El cual no establece la obligación legal de precisar en qué consiste el servicio 
para el cual fue contratado el demandante”. 
 
(Tribunal Constitucional del Perú, 2012, expediente 4286-2012-AA/TC). 
 
 




“EL EMPLEADOR, debido al Proceso de Reforma que viene implementando 
requiere cubrir necesidades de recursos humanos a fin de mantener 
debidamente operativos los servicios que presta". Asimismo, en la cláusula 
segunda se señala: "Para el logro del objeto, materia de la cláusula anterior, 
EL EMPLEADOR contrata a EL TRABAJADOR para que realice labores de 
Auxiliar Judicial, el mismo que deberá someterse al cumplimiento estricto de 
las funciones”. 
 




El tribunal considero que la cláusula mencionada líneas arriba no llevo cabo la 
descripción literal de la causa objetiva especifica que motivo la contratación temporal 
del recurrente a pedido del área de recursos humanos de la entidad estatal, debido a 
que se señala de forma genérica la labor de auxiliar judicial empero no determina de 
forma específica las labores que debía realizar el demandante. Además de 
considerar que lo servicios de notificador forma parte de las labores cotidianas del 
Poder Judicial, razón por la cual no podría contratarse al demandante haciendo uso 



































1. El Contrato Administrativo de Servicios (CAS), es una forma de contratación estatal 
atípica, que nació como fruto de la necesidad del Estado de contratar personal 
adicional para poder cumplir servicios a la sociedad por sus instituciones públicas. 
 
 
2. El Contrato Administrativo de Servicios, tiene como única limitación para su 
aplicación a las empresas del Estado; así como también las obras públicas, las 
cuales están impedidas de hacer uso de este método especial de contratación. 
 
 
3. El contrato Administrativo de Servicios (CAS), creado en el año dos mil ocho 
mediante el (DL N° 1057, 2008); ha transcurrido por tres etapas de modificación que 
han incorporado mayores beneficios para los trabajadores que forman parte de este 
régimen especial de trabajo; así pues, en la actualidad el CAS regula licencias, 
compensación por tiempo de servicios, vacaciones, sistema de pensiones, entre 
otros beneficios laborales que los otros regímenes laborales incorporan. 
 
 
4. Mediante el La (Ley N° 29849,2012), se establece la eliminación progresiva del 
Contrato Administrativo de Servicios; la disposición legal tiene como fundamento 
universal; el derecho que tienen los trabajadores de poder hacer una carrera en las 
instituciones públicas; derecho que el CAS no contempla debido a la naturaleza 




5. El problema respecto la desnaturalización del Contrato Administrativo de Servicios 
(CAS), no se origina en el contrato mismo, sino, en la simulación de contratos en las 
que incurren las instituciones públicas para evitar contratar personal a través del 
CAS debido a que resulta más oneroso por todos los beneficios laborales que en los 
últimos años ha alcanzado el Contrato Administrativo de Servicios (CAS). 
 
6. Las instituciones públicas regularmente haciendo uso de los contratos de locación y 
tercerización de servicios encubren una situación laboral que pertenece al método 
atípico de Contrato Administrativo de servicios; así pues, son las instituciones 
públicas las generadoras de la vulneración de los derechos fundamentales, no el 









































































Teniendo en cuenta que el Estado tiene como fin supremo los derechos de la persona y es 
promotor y custodio del estricto cumplimiento del derecho al trabajo por mandato 
constitucional, es indispensable incorporar a la Superintendencia Nacional de Fiscalización 
 
Laboral (SUNAFIL), un equipo de fiscalizadores especializados que se encargue de 
controlar la practica actualmente común, pero ilegal de la simulación de contratos en que 
recaen la mayoría de instituciones públicas en la actualidad. 
 
 
Para lograr este fin, las entidades del Estado que cuenten con trabajadores (CAS) deberán 
enviar un informe trimestral, que tenga características estadísticas de la cantidad de sus 
trabajadores en la modalidad CAS, acompañado de un archivo digitalizado que permita 
observar su historial de contratación. 
 




Como la historia señala, a lo largo del tiempo desde la creación del contrato administrativo 





beneficios en favor del trabajador; empero, el aspecto más sustancial y vulnerable de esta 
forma especial de contratación no ha sido regulada por el Estado. 
 
 
Los legisladores tienen la labor imperiosa de emitir una ley que modifique los requisitos para 
laboral como trabajador CAS; sino sobre todo el proceso de admisión como trabajador en 
esta modalidad especial de contratación pública; siendo las partes del proceso la 
convocatoria, la selección y la suscripción; la parte más vulnerable sin duda es la selección. 
Mediante la cual malos funcionarios, cometen delitos como la negociación incompatible 
prometiendo a terceros un puesto de trabajo a cambio de un beneficio económico ilícito. 
 
 
Así pues, para evitar posibles transgresiones a la ley, los legisladores tienen la obligación de 
crear una ley modificatoria, que disponga que el organismo encargado de selección de 
todas las entidades del Estado debe ser conformado por trabajadores de recursos humanos 
de la entidad pero indispensablemente por mandato legal, también deberá incluir a dos 
fiscalizadores de la SUNAFIL, especializados en los contratos CAS que luego del proceso 
de selección realicen un informe completo y detallado de cuáles fueron los motivos que 
calificaron como adecuado al trabajador que ganara el concurso público y fuera contratado 
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